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Este documento, difundido a fines del 2006 en un seminario 
sobre Políticas de Empleo para Argentina y Uruguay, presenta 

una gran variedad de temas programáticos, bajo la forma de 

una propuesta de Carta para la Comunidad Latinoamericana 
de Naciones (CLAN).  Fue elaborado por uno de los principales 

asesores de la CLAT, el abogado argentino Rodolfo Capón Filas  
(juez laboral jubilado recientemente).  El documento se 

denomina “Derechos Humanos en las Bases Constitucionales 
para la CLAN”. 

 
A continuación se presenta una selección de los contenidos 

referidos a  derechos sociales, culturales y económicos. 
 

 
 

 
I. DERECHOS Y GARANTÍAS 

 

Derechos laborales y sindicales 
 

ART 24. Se reconoce a los trabajadores, los siguientes derechos 
sociales: a condiciones dignas de trabajo, a una jornada adecuada y a 

una remuneración justa, a la estabilidad en el empleo y a la 
protección contra el despido arbitrario, al descanso, a la no 

discriminación y a la igualdad, a constituir  organizaciones gremiales, 
afiliarse, no afiliarse o desafiliarse, de conformidad con las leyes 

internas  sin que ello comprometa el ingreso a un empleo o su 
continuidad en el mismo. 
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Se reconoce a las organizaciones el derecho a la negociación 

colectiva, y a celebrar convenios colectivos de trabajo. 
Todos los trabajadores, y las organizaciones sindicales tienen 

garantizado el ejercicio del derecho de huelga, conforme al orden 

jurídico interno, el cual deberá prever los mecanismos de solución de 
conflictos.  

 
II. RECONOCIMIENTO DE LA PERSONA 

 
Libertad de asociación pacífica 

 
Art 55. Los Estados que conforman la Unión garantizan el derecho de 

asociarse pacíficamente con fines ideológicos, políticos, religiosos, 
económicos, sociales, sindicales, profesionales, culturales, deportivos 

o de cualquier otra índole; ya sea para la promoción, ejercicio o 
protección de dichos fines.  

El goce de este derecho podrá reglamentarse por ley, y solamente 
cuando se vean afectados los derechos y libertades de los ciudadanos 

de la Unión, la salud y la moral pública y las instituciones 

democráticas de cada Estado.  
Las asociaciones deberán garantizar el ejercicio pleno de la 

democracia interna.  
Ningún ciudadano de los Estados integrantes de la Unión podrá ser 

obligado a pertenecer a una asociación, ni ser discriminado por 
negarse a pertenecer a alguna.        

Se prohíben las asociaciones cuyos fines o cuya actividad  
contravengan las leyes penales o que vayan dirigidas contra el orden 

constitucional o contra la  idea del entendimiento entre los pueblos. 
Cualquier manifestación de chauvinismo será especialmente 

sancionada.  
 

 
Derecho a un nivel de vida adecuado   

 

ART 35. La Unión garantiza, mediante un adecuado modelo de 
desarrollo sustentable, el derecho de todo hombre a un nivel de vida 

adecuado.   
 

Prohibición de ajustes estructurales deshumanizados 
 

ART 38. Queda prohibido a los Estados miembros de la Unión  dictar 
y aplicar políticas de ajuste o reordenamiento en el sistema 

económico, que importen la exclusión sociocultural de parte de su 
población o de una  persona individual. 

 Los Estados miembros deberán organizar todas las variables 
macroeconómicas que conforman el sistema económicosocial de 

modo tal que garanticen el acceso y ejercicio efectivo de los derechos 
humanos a todos los habitantes de su territorio e impidan  acumular 



riqueza a costa del empobrecimiento de algún sector de la población.  

El endeudamiento de un Estado miembro, la utilización del empréstito 
y las condiciones para su cumplimento deben garantizar a la 

generación actual y a las venideras  un modelo de desarrollo que se 

sustente en principios de ecología social y ambiental.  
Es derecho de los pueblos y  de los Estados  a desconocer la deuda 

ilegítima contraída por sus representantes y a limitar las condiciones 
de su cancelación cuando éstas violen las prescripciones dispuestas 

en este artículo. 
 

Derecho a la educación 
 

ART 58. La Unión reconoce y garantiza un sistema educativo 
inspirado en los principios de la libertad, la ética y la solidaridad, 

tendiente a un desarrollo integral de la persona en una sociedad 
justa, libre, solidaria  y democrática. Asegura la igualdad de 

oportunidades y posibilidades para el acceso, permanencia, 
reinserción y egreso del sistema educativo. Respeta el derecho 

individual de los educandos, de los padres o tutores, a la elección de 

la orientación educativa según sus convicciones y 
preferencias. Promueve el más alto nivel de calidad de la enseñanza y 

asegura políticas sociales complementarias que posibiliten el efectivo 
ejercicio de aquellos derechos.  Respetando las diversidades 

culturales y geográficas de los Estados miembros, establece los 
lineamientos curriculares para cada uno de los niveles educativos.   

La educación tiene un carácter esencialmente nacional con especial 
referencia a la Unión, favoreciendo la integración con otras culturas.  

   
 

ART 59. La Unión asume la responsabilidad indelegable de asegurar 
y financiar la educación pública, estatal, laica y gratuita en todos los 

niveles y modalidades, a partir de los cuarenta y cinco días de vida 
hasta el nivel superior, con carácter obligatorio desde el preescolar 

hasta completar diez años de escolaridad, o el período mayor que en 

cada Estado miembro la legislación determine.   
El sistema de educación es administrado y fiscalizado por el Poder 

Ejecutivo, asegurando la participación de la comunidad y la 
democratización en la toma de decisiones.   

Crea y reconoce, bajo su dependencia, institutos educativos con 
capacidad de otorgar títulos académicos y habilitantes en todos los 

niveles.   
Se responsabiliza por la formación y perfeccionamiento de los 

docentes para asegurar su idoneidad y garantizar su jerarquización 
profesional y una retribución acorde con su función social.   

Garantiza el derecho de las personas con necesidades especiales a 
educarse y ejercer tareas docentes, promoviendo su integración en 

todos los niveles y modalidades del sistema.   
Fomenta la vinculación de la educación con el sistema productivo, 



capacitando para la inserción y reinserción laboral. Tiende a formar 

personas con conciencia crítica y capacidad de respuesta ante los 
cambios científicos, tecnológicos y productivos.   

Contempla la perspectiva de género, fundamentalmente para evitar 

desigualdades.    
Incorpora programas en materia de derechos humanos y educación 

sexual.     
Las personas privadas y públicas no estatales que prestan servicio 

educativo se sujetan a las pautas generales establecidas por el 
Estado, que acredita, evalúa, regula y controla su gestión, de modo 

indelegable. La Unión puede realizar aportes al funcionamiento de 
establecimientos privados de enseñanza, de acuerdo con los criterios 

que fije la ley, dando prioridad a las instituciones que reciban a los 
alumnos de menores recursos.   

Las partidas del presupuesto destinadas a educación no pueden ser 
orientadas a fines distintos a los que fueron asignadas.     

 
Objeción de conciencia 

 

ART 60.  Los Estados miembros deben reconocer el derecho del os 
trabajadores a negarse a realizar tareas conducentes al 

armamentismo, al narcotráfico o violatorias de los derechos 
humanos.  Del mismo modo, han de reconocer el derecho de los 

profesionales de la salud a no realizar tareas innecesarias a la salud 
del os pacientes o a prescribir medicamentos o efectuar 

procedimientos cuya eficacia no estuviese probada. 
 

III. DERECHOS SOCIALES 
 

Sentido de la justicia social 
 

ART 82.Cada Estado miembro garantiza en su territorio, a todos los 
ciudadanos de la Unión y a los residentes en condiciones de legalidad, 

los siguientes derechos sociales: 

 
1. Trabajo Decente: En tanto cada persona es titular de un derecho 

a trabajar y tributario del condigno deber social; y en cuanto la 
globalización ha traído consigo prosperidad y desigualdades que 

convocan al ejercicio de una responsabilidad social colectiva los 
Estados Miembros se comprometen a promover oportunidades para 

que hombres y mujeres puedan, efectivamente, obtener un trabajo 
decente y productivo en condiciones de libertad, equidad, seguridad y 

dignidad humana conforme la letra y el espíritu que dimanan de los 
documentos, convenios y recomendaciones de la OIT, con particular 

atención sobre la jornada limitada, el descanso semanal y las pausas 
en las jornadas según la actividad, la seguridad y la salud en el 

trabajo, incluyendo adecuada protección a la maternidad. 
 



2. Orientación, formación y capacitación: Teniendo en vista la 

elevación del ser humano en general y el mejoramiento de las 
incumbencias personales en particular, con especial énfasis en la 

optimización de las condiciones de empleabilidad; los Estados 

miembros propiciarán una superación constante de los individuos y 
de las sociedades, proveyendo medios aptos para impulsar un 

voluntario y constante perfeccionamiento personal y grupal, 
atendiendo a las vocaciones y capacidades de los involucrados; 

considerando a tales políticas no como meros gastos sino como 
prioritarias inversiones. 

 
3. Justa retribución: Afirmando como inalienable el derecho humano 

al bienestar, el trabajo en todas sus formas debe ser retribuido moral 
y materialmente de modo tal que, no solo cubra las necesidades 

vitales del prestador y compense el esfuerzo realizado; sino que 
contemple de algún modo concreto, la ponderación de los beneficios 

obtenidos y contribuya a la realización integral del Hombre, 
vinculando al progreso social con el crecimiento económico.  

 

4. Estabilidad y ascenso: Los Estados miembros establecerán y 
regularán sistemas  y programas que mejoren la calidad del 

empleo, el desarrollo de carrera profesional y ascensos por 
merecimientos propios con sostenimiento de la estabilidad y que ante 

la incausada ruptura de la vinculación por parte del empleador o 
cuando éste impulsare al despido indirecto, contemple 

indemnizaciones tarifadas en base a remuneraciones y antigüedad, 
admitan la reinstalación o adopten otro sistema que impida o 

desaliente fuertemente a los empleadores que pretendan finalizar la 
vinculación sin justa causa.  

 
5. Seguridad Social: Los Estados miembros privilegiarán el 

establecimiento y mejoramiento de un sistema integral e 
irrenunciable, fuera éste público, privado o mixto que atienda a la 

protección del individuo y de su familia contra situaciones generadas 

en la vulnerabilidad en el trabajo, en la edad avanzada, en 
dificultades generales estacionales y transitorias de manifestación 

colectiva.    
 

6. Diálogo social: Los Estados miembros favorecerán la creación y el 
crecimiento armónico de asociaciones de trabajadores y de 

empleadores, en base a condiciones de libertad, igualdad de 
oportunidades y sistemas democráticos de elección, de modo tal que 

fomenten el diálogo social y favorezcan la negociación colectiva, para 
lo cual se concederán suficientes garantías personales e 

institucionales para el efectivo ejercicio de sus potencialidades, con 
otorgamiento de una razonable indemnidad, adecuada a las 

realidades de cada Estado miembro. 
 



7. Estado protagonista: Los Estados miembros se comprometen a 

adoptar políticas y medidas concretas, mediante disposiciones de 
derecho interno, para combatir el empleo débil e informal; crear y 

sostener: servicios estables y eficientes de inspección del trabajo y de 

sometimiento a conciliación voluntaria de conflictos individuales, con 
fuerte participación estatal en la propuesta de medios alternativos de 

solución de conflictos colectivos y un sistema judicial con tribunales 
letrados especializados. Cada estado se constituye en garante del 

cumplimiento de la legislación estadual y de la Unión, poniendo 
particular énfasis en vigilar y contrarrestar las causas y los efectos 

del desempleo, eliminar toda forma de trabajo forzoso u obligatorio, 
abolir el trabajo infantil, combatir el empleo informal y eliminar toda 

discriminación en materia de empleo y ocupación. Los Estados parte 
se comprometen a respetar los derechos humanos contenidos o 

mentados en el presente, a promover su aplicación de conformidad 
con la legislación y las prácticas nacionales y a impulsar el "control de 

calidad del trabajo". 
 

8. Principios generales: En materia laboral y de seguridad social 

regirán los principios de irrenunciabilidad, justicia social, gratuidad de 
las actuaciones en beneficio del trabajador, primacía de la realidad, 

indemnidad, progresividad, en caso de duda interpretación a favor del 
trabajador e igualdad de oportunidades para nacionales de los 

Estados miembros y para migrantes legales. 
 

Derecho a la inclusión social  
 

ART 83. Los Estados integrantes de la Unión garantizan la plena 
vigencia y efectividad del derecho universal a la inclusión social, 

basado en los principios del solidarismo social, de la no discriminación 
segregatoria, de progresividad, de funcionalidad social de la 

propiedad y de promoción del bienestar general.- En particular, se 
comprometen a la realización permanente de acciones afirmativas 

tendientes a la garantía específica del derecho al acceso al trabajo 

social y a los derechos fundamentales; al estímulo y tutela de los 
emprendimientos colectivos de inclusión; al establecimiento de 

salarios sociales de inclusión; y a la protección plena del derecho de 
todos los individuos a la realización de un proyecto personal de vida. 

 
Ingreso ciudadano 

 
Art 84.   La Unión promueve el desarrollo humano y económico 

equilibrado para   evitar y compensar las desigualdades zonales 
dentro de su territorio. Desarrolla políticas sociales coordinadas para 

superar las condiciones de pobreza y exclusión mediante recursos 
presupuestarios, técnicos y humanos. Dentro de esas políticas 

sociales, asiste a las personas con necesidades básicas insatisfechas y 
promueve el acceso a los servicios públicos para los que tienen 



menores posibilidades. En ese marco, el ingreso ciudadano es un 

recurso económico mínimo que se pone a  disposición de cada 
necesitado. La administración de los recursos necesarios a tal fin se 

realizará mediante consejos de gestión formado por representantes 

del Estado y de las entidades sectoriales de la producción. Los 
recursos económicos para tal ingreso procederán de una tasa especial 

a percibir sobre las transacciones financieras.     
 

Derecho a la salud  
 

ART 85. La Unión garantiza  el derecho a la salud integral, 
directamente vinculada con la satisfacción de necesidades de 

alimentación, vivienda, trabajo, educación, vestido, cultura y 
ambiente.   

El gasto público en salud es una inversión social prioritaria. Los 
ciudadanos tienen libre acceso a todos los servicios médicos, por el 

solo hecho de serlo y en su caso el estado administrará la forma de 
cubrir gastos y honorarios que no tuviese directamente a su favor el 

paciente, pero en ningún caso podrá quitársele o menoscabársele el 

derecho a la libre elección de la atención médica, cualquiera sea su 
situación económico social. Consecuentemente no existen pacientes 

cautivos de ningún tipo, ni para ningún servicio.  
Se aseguran a través del área estatal de salud, las acciones colectivas 

e individuales de promoción, protección, prevención, atención y 
rehabilitación, gratuitas, con criterio de accesibilidad, equidad, 

integralidad, solidaridad, universalidad y oportunidad. Se entiende 
por gratuidad en el área estatal que las personas quedan eximidas de 

cualquier forma de pago directo. Rige la compensación económica de 
los servicios prestados a personas con cobertura social o privada, por 

sus respectivas entidades.     
 

ART 86. Cada Estado miembro de la Unión debe sancionar una Ley 
Básica de Salud, conforme a los siguientes lineamientos:   

1. El Estado conduce, controla y regula el sistema de salud. Financia 

el área estatal que es el eje de dicho sistema y establece políticas de 
articulación y complementación con el sector privado y los 

organismos de seguridad social.   
2. El área estatal se organiza y desarrolla conforme a la estrategia de 

atención primaria, con la constitución de redes y niveles de atención, 
jerarquizando el primer nivel.   

3. Determina la articulación y complementación de las acciones para 
la salud con los municipios para generar políticas que comprendan el 

área metropolitana; y concierta políticas sanitarias con los gobiernos 
nacional, provinciales y municipales.   

4. Promueve la maternidad y paternidad responsables. Para tal fin 
pone a disposición de las personas la información, educación, 

métodos y prestaciones de servicios que garanticen sus derechos 
reproductivos.   



5. Garantiza la atención integral del embarazo, parto, puerperio y de 

la niñez hasta el primer año de vida, asegura su protección y 
asistencia integral, social y nutricional, promoviendo la lactancia 

materna, propendiendo a su normal crecimiento y con especial 

dedicación hacia los núcleos poblacionales carenciados y 
desprotegidos.  

 6. Reconoce a la tercera edad el derecho a una asistencia 
particularizada.   

7. Garantiza la prevención de la discapacidad y la atención integral de 
personas con necesidades especiales.   

8. Previene las dependencias, las adiciones y el alcoholismo. Asiste a 
quienes los padecen.   

9. Promueve la descentralización en la gestión estatal de la salud 
dentro del marco de políticas generales, sin afectar la unidad del 

sistema; la participación de la población; crea el Consejo General de 
Salud, de carácter consultivo, no vinculante y honorario, con 

representación estatal y de la comunidad.   
10. Desarrolla una política de medicamentos que garantiza eficacia, 

seguridad y acceso a toda la población. Promueve el suministro 

gratuito de medicamentos básicos. 
Trata de desmercantilizarlos totalmente, de manera tal que a nivel de 

los que lo necesiten, quede totalmente fuera toda situación 
económica.  

El Estado garantizará en la conformación operativa de este objetivo 
los honorarios y remuneraciones de los trabajadores relacionados a la 

industria y movimiento de medicamentos, hasta su llegada al 
interesado. Promueve el suministro gratuito de medicamentos 

básicos   
11. Incentiva la docencia e investigación en todas las áreas que 

comprendan las acciones de salud, en vinculación con las 
universidades.   

12. Las políticas de salud mental reconocerán la singularidad de los 
asistidos por su malestar psíquico y su condición de sujetos de 

derecho, garantizando su atención en los establecimientos estatales. 

No tienen como fin el control social y erradican el castigo y, en el 
marco de los adelantos científicos, se buscará la 

desinstitucionalización progresiva, creando una red de servicios y de 
contención y de protección social.   

13. No se pueden ceder los recursos de los servicios públicos de salud 
a entidades privadas con o sin fines de lucro, bajo ninguna forma de 

contratación que lesione los intereses del sector, ni delegarse en las 
mismas las tareas de planificación o evaluación de los programas de 

salud que en él se desarrollen.     
14. Cada Estado miembro ejerce su función indelegable de autoridad 

sanitaria. Regula, habilita, fiscaliza y controla todo el circuito de 
producción, comercialización y consumo de productos alimenticios, 

medicamentos, tecnología médica, el ejercicio de las profesiones y la 
acreditación de los servicios de salud y cualquier otro aspecto que 



tenga incidencia en ella. Coordina su actividad con otras 

jurisdicciones.     
15. Los medicamentos son un bien social básico y los Estados deben 

asegurar, reglamentar y procurarse su creación, producción y 

suministro como así también facilitar el acceso a los mismos. 
16.La actividad de los profesionales de la salud conforman una 

función social y los estados deberán garantizar su normal y digno 
desempeño. 

17.Los Estados deberán promover, financiar y tutelar la investigación, 
la modernización y la interconsulta entre los científicos de la salud de 

los países miembros. Asi mismo deberán desarrollar políticas de 
prevención y atención primaria, del mismo modo elaborar y ejecutar 

planes educativos de sanidad para todos los ciudadanos. 
 

Derecho a la vivienda 
 

ART 87. La Unión reconoce el derecho a una vivienda digna y a un 
hábitat adecuado. Para ello:  1. Resuelve progresivamente el déficit 

habitacional, de infraestructura y servicios, dando prioridad a las 

personas de los sectores de pobreza crítica y con necesidades 
especiales de escasos recursos. 2. Auspicia la incorporación de los 

inmuebles ociosos, promueve los planes autogestionados, la 
integración urbanística y social de los pobladores marginados, la 

recuperación de las viviendas precarias y la regularización dominial y 
catastral, con criterios de radicación definitiva. 3.Regula los 

establecimientos que brindan alojamiento temporario, cuidando 
excluir los que encubran locaciones.     

 
Derecho a un trabajo decente 

 
Art 88. La Unión Latinoamericana adopta como modelo de 

organización del mundo del trabajo el paradigma del trabajo decente. 
El concepto de trabajo decente comprende condiciones de realización, 

contenidos de despliegue y una esfera de cumplimiento.  

Las condiciones de realización se cumplen cuando el trabajo es 
prestado en condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad 

humana.  
El contenido del trabajo dado debe ser libre, productivo y seguro, y la 

esfera de cumplimiento lo enmarca el respeto de derechos laborales, 
ingresos adecuados, protección, diálogo social, libertad sindical, 

negociación colectiva y participación.  
Las condiciones, los contenidos y la esfera de cumplimiento deben 

estar presentes en forma conjunta en la prestación del trabajo para 
que pueda predicarse como suficiente la calificación de decente de tal 

acción humana. 
Las Administraciones del Trabajo de los Estados miembros de la 

Unión velarán por el cumplimiento del  trabajo decente que, como 
principio de optimización, obliga en forma ineludible a un contenido 



en el producto de la negociación colectiva.  

El incumplimiento de la presente norma traerá aparejada 
responsabilidad ante los organismos internacionales y entre los 

Estados miembros de la Unión. 

 
Derecho al empleo en una Política de Pleno Empleo 

 
Art 89.  Los Estados Miembros garantizan el derecho al empleo de 

todo ciudadano, ya que es un derecho humano fundamental. Para 
ello, implementarán políticas de gobierno activas que privilegien la 

producción y el desarrollo con justicia social, considerando a las 
empresas como instituciones de derecho social. Si los Estados se  

apartasen  de dichas directivas incurrirán en  responsabilidad 
internacional, toda vez que se trata de derechos constitucionales 

inmediatos, que comprometen la dignidad de las personas. 
Art 90. La búsqueda del pleno empleo es un desafío constante en 

todo el territorio de la Unión y compromete a los Estados, a las 
empresas y a las entidades representativa de la producción    

ART 91. La Unión establecerá una política de empleo, utilizando 

como principio rector la realidad sobre las formas y apariencias. Dicha 
política promoverá la creación de empleos y la organización social 

para el trabajo. Procurará una  justa distribución de la riqueza así 
como la producción de bienes y servicios que satisfagan las 

necesidades de la región. 
La política de empleo instrumentalizará la formación profesional de 

los trabajadores y de los empleadores. 
 

Empleo Público 
 

ART 92.  Quienes realicen tareas para los organismos estatales, 
cualquiera fuese su denominación, son considerados en la Unión 

como trabajadores . 
Sus relaciones de empleo se rigen por las normas del Derecho del 

Trabajo y sus reclamos se dirimen ante los jueces del trabajo. 

Se les reconocen todos los derechos fundamentales del trabajo, 
incluidos el derecho de sindicalización, de negociación colectiva, de 

participación en la decisiones de las unidades en que se desempeñen, 
de huelga. 

ART 93.  La norma anterior se aplica también a las Fuerzas Armadas 
y a las Fuerzas de Seguridad 

 
 

 
 

 
 

 
 



Derecho a dignas condiciones y medio ambiente de trabajo 

 
Art 94. Los Estados integrantes de la Unión garantizarán a los 

trabajadores condiciones y medio ambiente de trabajo dignos, 

equitativos y satisfactorios, a fin de asegurar su protección y 
preservar su salud y seguridad en el trabajo.   

Todos los trabajadores gozarán de los siguientes derechos: a ejecutar 
sus actividades en un ambiente de trabajo sano y seguro; a la 

adaptación del trabajo a la persona; a la formación y capacitación 
profesional; a la protección contra excesivas horas de trabajo; a 

normas mínimas de descanso diario, semanal y vacaciones anuales 
pagadas; a no ser discriminados; a un régimen de remuneraciones 

justo y suficiente que asegure a ellos y sus familias un nivel y calidad 
de vida conformes a la dignidad humana; a la participación en las 

decisiones y en las utilidades de la empresa; a la estabilidad en el 
empleo. 

Los Estados miembros adhieren al Programa Mundial para el 
Mejoramiento de las Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo 

(PIACT) de la Organización Internacional del Trabajo; asimismo -en el 

marco del empleo decente- formularán, aplicarán y actualizarán -en 
forma permanente- políticas y programas en materia de salud y 

seguridad de los trabajadores y del medio ambiente de trabajo. 
 

Derecho de los trabajadores  a participar en las decisiones de 
la empresa 

 
ART 95 Por el solo trabajo en la empresa, los trabajadores tienen 

derecho a participar en la toma de decisiones y a controlar la 
inversión de las utilidades.    

 
Derecho a un salario justo y a participar en  las utilidades de 

la empresa 
 

ART.96 Los  Estados integrantes de la Unión, deben garantizar la 

promoción  del empleo digno y el trabajo decente. 
Todos los trabajadores de los Estados integrantes de la Unión, sin 

distinción ni restricción alguna, de raza, color, sexo, idioma, religión, 
nacionalidad, origen social, o pensamiento político, deben gozar de 

una remuneración justa y equitativa. 
 

Derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa  
de sus intereses. 

 
ART 97. Los Estados integrantes de la Unión, garantizan el derecho 

de asociación de los trabajadores para la defensa de sus intereses. 
Otorgarán asimismo, las garantías necesarias para que las 

Asociaciones, Federaciones y Confederaciones existentes a nivel 
nacional puedan asociarse con sus similares de los restantes Estados 



miembros de la Unión y del mundo, para actuar a dicho nivel para la 

defensa de los intereses de los trabajadores representados. 
Asimismo, los Estados integrantes de la Unión, garantizan el 

fortalecimiento de las asociaciones de trabajadores por medio del 

pluralismo, la protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales dentro de los Estatutos que sancionen esas entidades, 

brindando las garantías necesarias para el ejercicio responsable de la 
libertad sindical y el cumplimiento acabado de la democracia interna 

en las entidades.    
Todos los ciudadanos de los Estados integrantes de la Unión, 

gozarán, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición 

económica, nacimiento o cualquier otra condición social, y sin 
restricciones indebidas de los siguientes derechos y oportunidades:  

a) Participar de la dirección de las asociaciones que se funden, 
directamente o por medio de representantes libremente elegidos.   

b) Votar y ser elegidos, para los cargos de los órganos de las 
asociaciones, en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por 

sufragio universal y secreto que garantice la libre expresión de la 

voluntad de los electores.  
La legislación a ser dictada deberá contemplar las pautas a ser 

implementadas con la finalidad de otorgar las garantías 
indispensables que permitan que los representantes de las 

asociaciones de que trata este artículo, puedan desempeñar sin 
restricción las funciones de representación aludidas, asegurando el 

pleno ejercicio de los derechos reconocidos en este artículo.    
 

Derechos de las entidades de trabajadores desocupados  
 

Art 98. La Unión reconoce el derecho de los trabajadores 
desocupados a organizar entidades en  defensa y promoción de sus 

intereses y derechos, pudiendo afiliarse a las entidades sindicales.      
Capítulo XIII 

 

Derecho a la negociación colectiva, nacional o transnacional  
 

Art 99. La Unión garantiza a los trabajadores y a las entidades 
sindicales negociar colectivamente con los empleadores, pudiendo 

celebrar convenios colectivos transnacionales.   
 

Derecho de huelga 
 

ART 100. Los Estados Miembros garantizan el derecho de huelga 
como un derecho de los trabajadores en general, incluidos aquellos 

bajo la modalidad de período de prueba.  
El derecho de huelga que se garantiza es uno de los  derechos 

fundamentales de los trabajadores, independientemente de su 
condición sindical; dirigido al pleno desarrollo de la persona y la 



efectiva participación de los trabajadores en la organización política, 

económica y social del país, no pudiendo entendérselo condicionado a 
disposiciones ulteriores que lo definan o limiten, excepto los casos 

previstos en esta Constitución. 

El derecho de huelga no legitima actos violentos o dolosos a los 
bienes o a las personas. 

Los trabajadores del sector público gozan del derecho de huelga y 
sólo serán excluidos los funcionarios depositarios de cierta parte de la 

autoridad pública, que ejercen la actividad en nombre del Estado, y 
no los agentes administrativos o ejecutivos que disponen de un mero 

contrato de derecho privado. 
La huelga en los servicios esenciales a la comunidad, se considerará, 

cuando la interrupción de dichos servicios pueda poner en peligro la 
vida, la seguridad y la salud de la persona en todo o en parte de la 

población; pero con la salvedad de que el alcance y la modalidad en 
que se lleven a cabo las mismas no implique situaciones que generen 

daños irreparables a la persona de los terceros afectados por la 
prestación correspondiente; con una prudente tipificación en el marco 

de la autonomía colectiva y una adecuada regulación de los servicios 

mínimos. 
Se deberán articular garantías compensatorias de procedimientos de 

conciliación y mediación ágiles y rápidos, en caso de restricciones. 
La interferencia de un empleador en el ejercicio de un derecho 

legítimo de huelga garantizado constitucionalmente, será considerada 
como práctica desleal a todos sus efectos, y pasible de las sanciones 

previstas en la legislación. 
El derecho de huelga incluye el de recurrir a medidas de acción 

directa que presten el trabajo en forma y modo diferentes al 
acostumbrado o pautado.    

 
Derecho a una jornada reducida de trabajo 

 
Art 101.  La jornada máxima de trabajo será de 8 horas diarias o 48 

semanales, salvo que estudios interdisciplinarios demuestren que ese 

tope es excesivo y recomienden uno menor.  
 

Derecho al descanso (diario, semanal, anual) 
 

ART 102. Se garantiza a los trabajadores de la Unión el derecho al 
descanso diario y  semanal, y a vacaciones periódicas pagadas.  

Gozarán de periodos mínimos y adecuados con vistas a mejorar y 
proteger su salud, seguridad y su derecho natural a disfrutar de la 

vida familiar y social.  
El derecho al descanso es irrenunciable y no puede ser compensado 

en dinero pero si el francos compensatorio no hubiera sido otorgado, 
el empleador deberá abonar una indemnización a favor del 

trabajador, equivalente al  valor  duplicado de los días  de descanso 
no gozados. Este comportamiento, además, será sancionado por el 



derecho penal del trabajo mediante una multa significativa, impuesta 

por la autoridad administrativa del trabajo, sin perjuicio de 
aumentarla en caso de reincidencia 

Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para 

asegurar el descanso, teniendo en cuenta los principios de la 
Organización Internacional del Trabajo y la Declaración Universal de 

Derechos Humanos.  
 

Derecho a la seguridad social 
 

Art 103. Mediante organismos paraestatales de gestión comunitaria, 
la Unión garantiza a todos los habitantes las acreencias de la 

seguridad social. 
 

Derecho a la previsión social 
 

ART 104. Los Estados integrantes de la Unión garantizarán a todos 
los habitantes del continente latinoamericano suficiente asistencia 

médica, prestaciones  dinerarias integrales en caso de accidente de 

trabajo y enfermedad profesional;  desempleo,  que cubra las 
necesidades básicas alimenticias por un lapso razonable. 

Queda resguardado el derecho a la cobertura económica integral y 
suficiente por vejez, invalidez y supervivencia y a la protección de la 

maternidad, tanto natural como en el supuesto de guarda con fines 
de adopción. 

 
III. DERECHOS CULTURALES 

 
Directivas básicas 

 
ART 105. La Unión garantiza el respeto  de  los  Estados  a  las  

etnias  culturales  e  históricas. Protege su patrimonio  artístico, 
considerándolas parte de las reliquias de la memoria histórica de la 

región 

ART 106. Los Estados miembros brindarán   seguridad  jurídica  al  
avance y afinamiento  de  los  derechos  culturales, alentando  la  

cultura, estimulando  los  emprendimientos   de  cuantos  trabajan  
en  sus  áreas ,asignándoles  un  lugar  preponderante  en  el  

presupuesto  de  gastos  y  recursos, por  ser  éstos necesarios. 
ART 107. Los Estados miembros asumen el compromiso  de difundir, 

promover  y  aprovechar los  valores  culturales  e  identidades  
históricas regionales, como  también   la  pluralidad  cultural. 

Particularmente garantizan el   derecho  de  los  Pueblos  Originarios,  
a los  que  se  les asegura   el  respeto  a  su identidad y la  

educación  bilingüe e  intercultural.. 
 

 
 



 

 
Derecho a la comunicación social 

ART 108.  La Unión  vela para que no sea interferida la pluralidad de 
emisores y medios de comunicación, sin exclusiones ni discriminación 

alguna. Garantiza la libre emisión del pensamiento sin censura 
previa, por cualquiera de los medios de difusión y comunicación social 

y el respeto a la ética y el secreto profesional de los periodistas. Cada 
Estado gestiona los servicios de radiodifusión y teledistribución 

estatales mediante un ente autárquico, respetando la pluralidad 
política y la participación consultiva de entidades y personalidades de 

la cultura. Los servicios estatales deben garantizar y estimular la 
participación social.     

Los Estados miembros se comprometen irrevocablemente a: trabajar 
para una Sociedad de la Información con el acceso pleno de todos los 

sectores sociales, en un marco de transparencia, participación, 
solidaridad y equidad. Promover a la información como un bien social 

común, no negociable en el mercado. Afianzar  el uso del lenguaje 
con un sentido estético y con contenidos que respeten el pluralismo y 

la diversidad de expresión en los medios de comunicación. 
Desarticular las estructuras monopólicas de circulación de la 

información en  las grandes cadenas y multimedios. Considerar al 
espacio radioeléctrico como patrimonio  social. Apoyar las redes 

ciudadanas como parte del desarrollo colectivo de la comunicación. 

Hacer efectivo los derechos ciudadanos en Internet. Afianzar el 
ejercicio pleno del derecho humano  a la comunicación a través de la 

facultad no sólo de recibir información sino, también, de investigar  
las fuentes y difundirlas, generando espacios públicos para el debate. 

 
Derecho de resistencia 

 
Art 114.Es un derecho expresamente garantizado el de resistencia a 

todo tipo de opresión. 
En materia de derechos humanos en general y en particular en la 

especie de los económicos, sociales y culturales, constituye una 
norma liminar el principio de la vigencia permanente, ultra o 

retroactiva, según el caso, de la norma más progresiva o favorable. 
Todo tipo de medida de acción u omisión, que sea adoptada de forma 

individual, plurindividual o colectiva, en respaldo de derechos 

consagrados y del principio enunciado en el párrafo anterior, no 
podrá ser tenida por ilícita y se considerará una expresión legítima 

del derecho establecido en el primer párrafo de este artículo. 
Art 115. Esta Constitución mantiene su imperio aún cuando se 

interrumpa o pretendiese interrumpir su observancia por acto de 
fuerza contra el orden institucional o el sistema democrático o se 

prolonguen funciones o poderes violando su texto. Estos actos y los 
que realicen los que usurpen o prolonguen funciones, son 



insanablemente nulos. Quienes en ellos incurren quedan sujetos a 

inhabilitación absoluta y perpetua para ocupar cargos públicos y 
están excluidos de los beneficios del indulto y la conmutación de 

penas. Es deber de las autoridades ejercer las acciones penales y 

civiles contra ellos y las de recupero por todo cuanto la Ciudad deba 
pagar como consecuencia de sus actos.   

Todos los ciudadanos tienen derecho de resistencia contra quienes 
ejecutaren los actos de fuerza enunciados en este artículo.     

 
 

IV. DERECHOS ECONOMICOS 
 

Derecho a la propiedad 
 

Art.116. Los Estados miembros de la Unión, reconocen la función 
social de la propiedad, sea ésta de carácter privada o pública. 

Reconocidas y garantizadas por la ley, determina sus modos de 
adquisición, goce y límites con el fin de asegurar que cumpla su 

función social y hacerla accesible a todos. 

Siguiendo la propuesta establecida en el artículo 17 de la Declaración 
de los Derechos Humanos, toda persona tiene derecho a la propiedad 

individual y colectiva y nadie podrá ser privado arbitrariamente de su 
propiedad.  

El objetivo máximo de esta propuesta, es la de mejorar y proteger la 
calidad de vida de todos los integrantes de la comunidad, apoyándose 

en la indispensable solidaridad colectiva. 
Las disposiciones de esta norma se aplican  a todas las partes, sin 

limitación ni excepción alguna. 
 

ART  117 En esta Constitución se entenderá por bienes las cosas 
útiles –tanto materiales como inmateriales –para la realización plena 

del hombre. Entre los bienes están en primer lugar los de la 
naturaleza y en segundo lugar los inventados por los hombres para 

propio beneficio.       

Los bienes enumerados –tanto los materiales como inmateriales , 
creados como inventados- no agotan su razón de ser en sí mismos 

sino en función del hombre, a cuyo servicio deberán estar. 
  

ART 118. La tenencia de los bienes estará limitada por el bien común 
y solo se permitirá tener más para ser más  quedando abolido y 

prohibido todo abuso La relatividad significará la pérdida de la 
disponibilidad absoluta por parte del dueño cuando existen grandes 

carencias sociales que priman sobre el bien particular.   
Al chocar el bien particular y el social, cuando existen disparidades 

hirientes dentro      del respeto a los derechos de las personas y a las 
características de cada pueblo  primará el segundo para que 

desaparezcan lo más rápidamente posible las enormes diferencias 
económicas que existen.  



 

ART 119. La propiedad o apropiación de los bienes –tanto materiales 
como inmateriales –creados o inventados – es un derecho relativo y 

no absoluto pues son patrimonio común de la humanidad. 

Se fomentarán las cooperativas donde cada uno podrá aportar sus 
talentos para el bien de cada comunidad.- 

El trabajo que se ejerce en la producción y en el comercio o en los 
servicios es muy superior a los restantes elementos de la vida 

económica, pues estos últimos no tienen otro papel que el de 
instrumentos 

 
ART 120. No podrán existir extensas propiedades o latifundios 

improductivos cuando en su derredor o dentro existen analfabetismo, 
hambre, desnutrición, parasitosis y otras carencias con directa 

incidencia en la mortalidad infantil y en la expectativa de vida de 
cada hombre. Situación como la descrita estará penada con la 

expropiación y reforma estando a cargo de cada Estado miembro el 
dictado de leyes que contemplen y penen a quienes acaparan en 

forma abusiva los bienes mientras las grandes mayorías sufren 

escandalosas carencias. 
 

ART 121. Radica la necesidad de una profunda reforma agraria –que 
cada Estado miembro propiciará -pues la hipoteca social grava ante 

todo a los bienes improductivos como son los grandes latifundios. 
 

 
Derecho a la actividad económica 

 
ART 122. Ningún habitante, podrá, dentro de sus potencialidades, y 

de acuerdo a los recursos a su alcance, ser impedido de contribuir 
con su esfuerzo y trabajo al sostenimiento económico del Estado 

integrante de la Unión al cual pertenezca, ni al de su comunidad, ni al 
suyo en particular. 

Los Estados integrantes de la Unión solventarán los gastos que 

demande su funcionamiento, el de las instituciones sociales por ellos 
reconocidas; y harán frente a las necesidades económicas que 

requiera el cumplimiento del bien común que justifica su existencia, 
con el aporte que en forma equitativa efectúen los habitantes de 

dicho Estado. 
Ninguna carga podrá ser impuesta al habitante de un Estado 

integrante de la Unión si esta no surge como consecuencia de una ley 
especial sancionada por quienes representen, dentro de los poderes 

del Estado, directamente a los habitantes del mismo. 
Ninguna carga podrá ser exigida al habitante de un Estado integrante 

de la Unión si ella no se sustenta en el principio de solidaridad. 
Los Estados integrantes de la Unión garantizan que ninguna carga, 

sea esta personal o económica, sea cual fuere su denominación: 
impuesto, tasa, derecho, o contribución, podrá ser impuesta a sus 



habitantes si por su cumplimiento, éste pudiera verse impedido del 

acceso a un nivel de consumo de bienes; de acceso a la propiedad 
inmueble; del disfrute de descanso y esparcimiento adecuado; del 

acceso a la instrucción, y de la posibilidad de acumulación de 

riquezas, que en carácter de ahorro sean suficientes y necesarias 
para permitir el goce futuro de un adecuado nivel de confort, para sí, 

como para su comunidad. 
Será considerado criminal cualquier acto de las autoridades de los 

Estados integrantes de la Unión, así como de grupos sociales y 
económicos, que so pretexto de imponer o permitir que se imponga a 

los habitantes de un Estado o de una comunidad una carga, sea 
personal o económica que sea inequitativa, confiscatoria, y carezca 

del sentido de proporcionalidad y solidaridad que son inherentes a 
toda aportación que el individuo hace al sostenimiento del Estado y la 

comunidad a la que pertenece. Será especialmente criminal si la 
carga impuesta ya sea de manera explícita o por el hecho incluso de 

su simple aplicación, causare a quien deba soportarla una 
imposibilidad de disfrute de los derechos aquí garantizados o si dicha 

carga causare una transferencia de riquezas de unos individuos a 

otros, de una comunidad a otra, o de unos Estados integrantes de la 
Unión a otros Estados, sean o no integrantes de ella. 

La Unión promoverá el sector de la Economía Social del Trabajo, 
activando los emprendimientos autogestionados por los trabajadores, 

entre ellos las Cooperativas de Trabajo 
 

Desarrollo tecnológico 
 

ART 123. La Unión promoverá el desarrollo tecnológico de los países 
miembros atendiendo a sus cualidades productivas propias y con la 

finalidad de superar asimetrías relativas que consolide la integración 
económica y  social. A los fines de un desarrollo tecnológico 

homogéneo, la Unión se  considerará un solo territorio, sin fronteras 
internas, y con iguales  derechos al conocimiento científico-

tecnológico, y a su aplicación productiva para todos los Estados 

miembros. 
   

Responsabilidad social de las empresas 
 

ART 124 Los Estados se comprometen a estructurar  los mecanismos 
precisos para fomentar la responsabilidad social de las empresas. 

Estos mecanismos, cuando sea posible, serán comunes u 
homogéneos para los distintos Estados. 

La responsabilidad social de las empresas por obligaciones fiscales, 
laborales y de Seguridad Social es competencia propia de cada 

Estado, sin perjuicio del establecimiento, mediante Acuerdos, Pactos 
o Tratados internacionales, de reglas comunes. 



La responsabilidad social de las empresas por las demás obligaciones 

voluntariamente asumidas, se llevará a cabo, cuando sea posible, 
mediante la aplicación de reglas comunes elaboradas por las 

Autoridades competentes de cada Estado. 

 
Deslocalización empresarial 

 
ART 125.  Ningún pueblo puede conservar un gobierno libre, sino 

mediante una firme observancia de la moderación, la templanza, y 
una frecuente recurrencia a los principios fundamentales de la 

equidad, la solidaridad y la cooperación.  Deberá, asimismo, 
estimularse el desarrollo económico bajo el signo de la justicia social, 

siendo consecuencia de ello, el respeto por la dignidad de la persona. 
Para ello:  

Los Estados impedirán que las empresas transnacionales tengan 
injerencia en asuntos internos de los países donde desarrollen sus 

operaciones. Impulsarán la reinversión de utilidades en los países 
receptores. Deberán promover: la protección de los derechos en el 

trabajo; las políticas de empleo; la protección social y el diálogo entre 

los actores sociales, para que hombres y mujeres obtengan un 
trabajo en condiciones de  decencia  y productividad.   

Por su parte, las empresas transnacionales no recurrirán al trabajo 
forzoso, proporcionarán un entorno laboral seguro y saludable, 

respetarán a los trabajadores el derecho a percibir una remuneración 
que les garantice un nivel de vida adecuado para sí y sus familias, 

garantizarán la libertad de asociación y el reconocimiento efectivo del 
derecho a la negociación colectiva preservando el derecho de los 

trabajadores a instaurar las organizaciones que estimen 
convenientes. 

 
Régimen de las inversiones extranjeras 

 
ART 126. Todos pueden dedicarse libremente a la actividad 

económica de su preferencia, sin más limitaciones que las previstas 

en esta Constitución y las que establezcan los Estados miembros por 
razones de seguridad y de interés social, protección al Consumidor , 

de Promoción y Protección al Ejercicio de la Libre Competencia  y 
sobre Prácticas Desleales del Comercio Internacional. 

ART 127. No se permitirán monopolios, salvo concesiones con 
carácter de exclusividad, y por tiempo limitado, para el 

establecimiento y la explotación de obras y servicios de interés 
público. 

ART 128. Los Estados miembros protegerán la iniciativa privada, sin 
perjuicio de la facultad para dictar medidas para planificar, 

racionalizar y fomentar la producción y regular la circulación, 
distribución y consumo de la riqueza a fin de impulsar el desarrollo 

económico. 



ART 129. Se favorecerá la integración económica latinoamericana, 

coordinando recursos y esfuerzos para fomentar el desarrollo 
económico y aumentar el bienestar y seguridad comunes. 

Se declaran contrarios a los principios fundamentales de esta 

Constitución cualquier acto, actividad o conducta que tenga por 
objeto el establecimiento de un monopolio o que conduzca, por sus 

efectos reales, a su existencia, cualquiera que fuere la forma que 
adoptare en la realidad.  

En todos los casos antes indicados, los Estados Miembros deberán 
adoptar las medidas que fueren necesarias para evitar los efectos 

nocivos y restrictivos del monopolio, del abuso de la posición de 
dominio y de las demandas concentradas, teniendo como finalidad la 

protección de los consumidores, los productores y el aseguramiento 
de condiciones efectivas de competencia en la economía. 

ART 130. La inversión extranjera recibirá trato igual que la inversión 
nacional, bajo las directrices de la justicia y equidad y el mismo grado 

de protección y seguridad que aquélla.  
Se entiende por inversión a todo activo de propiedad de un 

inversionista o controlado por el mismo, directa o indirectamente, 

que tenga las características de una inversión, tales como 
compromiso de capitales u otros recursos, la expectativa de obtener 

ganancias o utilidades, o el asumir riesgo. No se entiende por 
inversión los préstamos otorgados por bancos que operan en los 

países en que se radica la misma.   
Las inversiones extranjeras merecerán un trato acorde con el derecho 

internacional consuetudinario en consonancia con los demás Tratados 
de Derechos Humanos. 

ART 131 Las transferencias internacionales relacionadas con las 
inversiones extranjeras, se podrán realizar libremente, salvo 

impedimentos o restricciones con el fin de evitar crisis financieras 
internacionales o los efectos sobre la estabilidad financiera del Estado 

Miembro, asegurando una aplicación equitativa, no discriminatoria y 
de buena fe de las mismas. 

No existirán requisitos de desempeño para las inversiones de los 

Estados Miembros, salvo las necesarias para asegurar el 
cumplimiento de leyes y regulaciones en materia de servicio públicos 

esenciales, necesarias para proteger la vida o la salud humana, 
animal o vegetal, o relativas a la preservación de recursos naturales 

vivos o no vivos agotables. 
La solución de controversias entre inversionistas extranjeros y un 

Estado Miembro, deberán tratar de ser resueltas amigablemente, 
mediante la consulta y la negociación.  

 
 

 
 

 
 



 

Código de Conducta de las empresas transnacionales 
 

ART 132. La Unión  impedirá la  injerencia de las empresas 

transnacionales en los asuntos internos de los países donde realizan 
operaciones o su colaboración con regímenes fascistas y 

administraciones coloniales. 
ART 133.  La Unión  impedirá que las empresas transnacionales 

sirvan como vehículos de penetración de la política exterior de los 
países donde está radicada su sede 

ART 134. La Unión reglamentará las actividades de las empresas 
transnacionales para que eliminen prácticas comerciales restrictivas y 

se adecuen a los planes nacionales de desarrollo y presten asistencia 
técnica y transfieran tecnología en condiciones razonables. 

ART 135. La Unión reglamentará  la repatriación de utilidades, 
teniendo en cuenta los intereses nacionales y promoverá la 

reinversión de utilidades en los países receptores. 
ART 136. La Unión impedirá cualquier trato diferencial para las 

empresas transnacionales, especialmente si fuese en desmedro de las 

nacionales de cualquier país de la región. 
Esta Constitución declara la nulidad de cualquier cláusula contractual 

que otorgue a las empresas transnacional un trato preferencial. 
 

Prórroga de jurisdicción 
 

ART 137. La Unión impedirá la prórroga de jurisdicción porque las 
empresas transnacionales deben someterse a la jurisdicción nacional 

de los países receptores. 
Esta Constitución declara la nulidad de cualquier cláusula contractual 

que permita dicha prórroga.   
 

Deberes de las empresas transnacionales  
 

ART 138. La introducción de nuevas tecnologías por las empresas 

transnacionales ha de   tener en cuenta los aspectos sociales, las 
condiciones de trabajo y la seguridad de los trabajadores. 

ART 139. Cualquier actividad de las empresas transnacionales debe 
encauzarse  en el marco de una estrategia global para transformar 

cualitativa y cuantitativamente el sistema económico mundial. 
ART 140. Las empresas transnacionales deben esforzarse en 

aumentar el nivel de empleo en los países receptores y en promover 
una estabilidad importante en el empleo. 

ART 141. Antes de todo cambio en el método de producción que 
genere consecuencias en el empleo, las empresas transnacionales 

han de comunicarlos con anticipación a la Administración del Trabajo 
e informar de los mismos a  los trabajadores. 

ART 142 Sin abandonar la negociación colectiva, han de estructurar 



mecanismos de consulta con los trabajadores sobre temas de interés 

mutuo y establecer mecanismos adecuados de reclamación por parte 
de los trabajadores sin que les signifique posibilidad de represalia 

alguna. 

ART 143. En sus contrataciones con empresas nacionales, deben 
propender a la utilización de la materia prima local y su 

industrialización en el país receptor. 
ART 144. Las empresas transnacionales han de cooperar con las 

autoridades competentes en seguridad e higiene, los representantes 
de los trabajadores y sus organizaciones, y con las instituciones que 

se ocupan de la cuestión. 
ART 145. Han de contribuir seriamente a la capacitación científica y 

tecnológica de los países receptores y respetar la identidad 
sociocultural del país. 

 
Defensa de los consumidores 

 
ART 146 La Unión garantiza la defensa de los consumidores y 

usuarios de bienes y servicios, en su relación de consumo, contra la 

distorsión de los mercados y el control de los monopolios que los 
afecten.   

Protege la salud, la seguridad y el patrimonio de los consumidores y 
usuarios, asegurándoles trato equitativo, libertad de elección y el 

acceso a la información transparente, adecuada, veraz y oportuna, y 
sanciona los mensajes publicitarios que distorsionen su voluntad de 

compra mediante técnicas que la ley determine como inadecuadas.   
Los Estados miembros han de dictar leyes que regulen la propaganda 

que pueda inducir a conductas adictivas o perjudiciales o promover la 
automedicación.   

Los Estados miembros ejercen poder de policía en materia de 
consumo de todos los bienes y servicios comercializados en la Ciudad, 

en especial en seguridad alimentaria y de medicamentos.   
 

Comercio justo 

 
ART 147. Los Estados miembros garantizan a todos los habitantes el 

libre acceso al ejercicio del comercio lícito en todas sus formas. 
ART 148. Los habitantes de cada Estado tienen derecho a llevar 

adelante, en forma individual u organizada, la producción e 
intercambio de bienes y servicios en condiciones equitativas, con 

arreglo al concepto de comercio justo y defendiendo la sana y recta 
competencia. 

ART 149. Los Estados miembros fomentan la creación de programas 
de ayuda a los productores de menor escala, a fin de equilibrar las 

desigualdades generadas por los fenómenos de concentración de 
capitales en megagrupos económicos. 

 
 



 

 
ART 150. Los Estados miembros fomentan la organización de 

entidades de defensa de los consumidores siguiendo un criterio de 

consumo responsable.  
 

VI. RESPETO Y RESPONSABILIDAD POR EL ECOSISTEMA 
 

Art 151.  Toda persona tiene derecho a gozar de un medio ambiente 
sano. Este derecho comprende el de vivir en un ambiente físico y 

social libre de factores nocivos para la salud, a la conservación de los 
recursos naturales y culturales a los valores estéticos, que permitan 

asentimientos humanos dignos, y la preservación de la flora y la 
fauna  

El agua, el suelo y el aire como elementos vitales para el hombre, son 
materia de especial protección.  

El Estado  protege el medio ambiente, preserva los recursos naturales 
ordenando su uso y explotación  y resguarda el equilibrio del sistema 

ecológico, sin discriminación de individuos o regiones.  

Para ello dicta normas que garanticen la eficacia de los principios de 
armonía de los ecosistemas y la integración, diversidad, 

mantenimiento y recuperación de recursos, la compatibilidad de la 
programación física, económica y social de la provincia con la 

preservación y mejoramiento del ambiente, una distribución 
equilibrada de la urbanización en el territorio, la asignación prioritaria 

de medios suficientes para la elevación de la calidad de vida de los 
asentimientos humanos.  

Incumbe al Estado, en colaboración con los respectivos organismos o 
con la cooperación de las instituciones y asociaciones dedicadas a la 

materia:  
1.Prevenir ,vigilar ,contener y prohibir las fuentes de polución, 

evitando sus efectos, así como los perjuicios que la erosión ocasiona.  
2.Eliminar o evitar, ejerciendo una efectiva vigilancia y fiscalización 

todos los elementos que puedan ser causa de contaminación del aire, 

el agua, el suelo y en general, todo aquello que de algún modo afecte 
o pudiere afectar el entorno de sus pobladores y de la comunidad . 

3.Promover el aprovechamiento racional de los recursos naturales 
salvaguardando su capacidad de renovación y la estabilidad 

ecológica.  
Art. Se declara de interés publica los fines de su preservación 

,conservación ,defensa y mejoramiento ,los lugares con todos sus 
elementos constitutivos que por su función o características 

mantienen o contribuyen a mantener la organización ecológica del 
modo más conveniente.  

ART. El ambiente es patrimonio común. Toda persona tiene derecho a 
gozar de un ambiente sano, así como el deber de preservarlo y 

defenderlo en provecho de las generaciones presentes y futuras.   
Toda actividad que suponga en forma actual o inminente un daño al 



ambiente debe cesar. El daño ambiental conlleva prioritariamente la 

obligación de recomponer.   
ART 152. La Unión es territorio no nuclear. Se prohíbe la producción 

de energía nucleoeléctrica y el ingreso, la elaboración, el transporte y 

la tenencia de sustancias y residuos radiactivos. Se regula por 
reglamentación especial y con control de autoridad competente, la 

gestión de las que sean requeridas para usos biomedicinales, 
industriales o de investigación civil.   

Toda persona tiene derecho, a su solo pedido, a recibir libremente 
información sobre el impacto que causan o pueden causar sobre el 

ambiente actividades públicas o privadas.     
ART 153. La Unión desarrolla en forma indelegable una política de 

planeamiento y gestión del ambiente urbano integrada a las políticas 
de desarrollo económico, social y cultural, que contemple su inserción 

en el área metropolitana. Instrumenta un proceso de ordenamiento 
territorial y ambiental participativo y permanente que promueve:   

1. La preservación y restauración de los procesos ecológicos 
esenciales y de los recursos naturales que son de su dominio.   

2. La preservación y restauración del patrimonio natural, urbanístico, 

arquitectónico y de la calidad visual y sonora.   
3. La protección e incremento de los espacios públicos de acceso libre 

y gratuito, en particular la recuperación de las áreas costeras, y 
garantiza su uso común.   

4. La preservación e incremento de los espacios verdes, las áreas 
forestadas y parquizadas, parques naturales y zonas de reserva 

ecológica, y la preservación de su diversidad biológica.   
5. La protección de la fauna urbana y el respeto por su vida: controla 

su salubridad, evita la crueldad y controla su reproducción con 
métodos éticos.   

6. La protección, saneamiento, control de la contaminación y 
mantenimiento de las áreas costeras, de las subcuencas hídricas y de 

los acuíferos.   
7. La regulación de los usos del suelo, la localización de las 

actividades y las condiciones de habitabilidad y seguridad de todo 

espacio urbano, público y privado.   
8. La provisión de los equipamientos comunitarios y de las 

infraestructuras de servicios según criterios de equidad social.   
9. La seguridad vial y peatonal, la calidad atmosférica y la eficiencia 

energética en el tránsito y el transporte.   
10. La regulación de la producción y el manejo de tecnologías, 

métodos, sustancias, residuos y desechos, que comporten riesgos.   
11. El uso racional de materiales y energía en el desarrollo del 

hábitat.   
12. Minimizar volúmenes y peligrosidad en la generación, transporte, 

tratamiento, recuperación y disposición de residuos.   
13. Un desarrollo productivo compatible con la calidad ambiental, el 

uso de tecnologías no contaminantes y la disminución en la 
generación de residuos industriales.   



14. La educación ambiental en todas las modalidades y niveles.     

ART 154. Para asegurar la calidad ambiental y proveer al proceso de 
ordenamiento territorial, se establece:   

1. La prohibición de ingreso a la Unión de los residuos y desechos 

peligrosos. Propicia mecanismos entre los Estados con el objeto de 
utilizar o crear plantas de tratamiento y disposición final de los 

residuos industriales, peligrosos, patológicos y radiactivos que se 
generen en su territorio.   

2. La prohibición del ingreso y la utilización de métodos, productos, 
servicios o tecnologías no autorizados o prohibidos en su país de 

producción, de patentamiento o de desarrollo original. La ley 
establecerá el plazo de reconversión de los que estén actualmente 

autorizados.     
ART 155 La Unión define un Plan Urbano y Ambiental elaborado con 

participación transdisciplinaria de las entidades académicas, 
profesionales y comunitarias que constituye el marco al que se ajusta 

el resto de la normativa urbanística y las obras públicas.     
ART 156 La Unión establece la obligatoriedad de la evaluación previa 

del impacto ambiental de todo emprendimiento público o privado 

susceptible de relevante efecto y su discusión en audiencia pública.     
 

Art 157 Los Estados cooperaran en el cumplimiento de los acuerdos 
internacionales que contemplen la materia ambiental, de los recursos 

naturales y el desarrollo sustentable de los cuales sean partes. Esta 
cooperación podrá incluir, cuando se estime conveniente, la adopción 

de políticas comunes para la protección del medio ambiente, la 
conservación de los recursos naturales, teniendo en cuenta la 

diversidad de regiones, la protección del desarrollo sustentable, la 
preexistencia étnica y cultural de los pueblos originarios de la 

América Latina, las fuentes energéticas hídricas ,tradicionales y 
alternativas de la América Latina, la preservación de los acuíferos, 

como el guaraní, la explotación conjunta e integrada de los recursos 
mineros, la presentación de comunicaciones conjuntas sobre temas 

de interés coman y el intercambio de información sobre las posiciones 

nacionales en foros ambientales internacionales.  
Se debe compatibilizar la planificación económica, social y urbanística 

de la región con la protección de los recursos naturales, culturales y 
del patrimonio histórico y paisajístico.  

Se ha de asegurar el correcto uso y la comercialización adecuada de 
los biocidas, agroquímicos y otros productos que puedan dañar el 

medio ambiente.  
Queda prohibido realizar pruebas nucleares, y almacenar uranio o 

cualquier otro mineral radiactivo y de sus desechos, salvo la 
utilización de investigación, en salud y los relacionados con el 

desarrollo industrial. Todos los recursos naturales radiactivos cuya 
extracción, elaboración o utilización pueden alterar el medio 

ambiente, deberán ser objeto de tratamientos específicos a efectos 
de la conservación el equilibrio ecológico. 



La concientización social de los principios ecológicos debe estar en 

todos los niveles educativos, así como la implementación de medidas 
adecuadas tendientes a la preservación de la capa de ozono.  

 

VII. GRUPOS ESPECIALMENTE VULNERABLES  
 

Discapacitados 
 

Art 158. Las personas con discapacidad tienen los mismos derechos 
humanos y libertades fundamentales que otras personas. 

1. Las políticas de planificación general de la Unión y de los Estados 
miembros deberán tener en cuenta y atender a las necesidades 

especiales de los discapacitados; a tal fin las organizaciones que 
los nuclean deberán ser consultados y participarán en el diseño, 

ejecución y evaluación de tales programas. 
2. Deberán adoptarse medidas eficaces de carácter legislativo, social, 

educativo, laboral o de cualquier otra índole, para eliminar la 
discriminación contra las personas con discapacidad, 

asegurándoles un nivel óptimo de independencia y de calidad de 

vida y la plena participación en la sociedad.  
3. La Unión  garantiza la prevención de la discapacidad y la atención 

integral de las personas con discapacidad. Deben recibir el apoyo 
que necesitan en el marco de las estructuras comunes de 

educación, salud, rehabilitación, empleo y servicios sociales.  
4. La Unión reconoce el principio de la igualdad de oportunidades de 

educación en los niveles primario, secundario y superior para los 
niños, los jóvenes y los adultos con discapacidad en entornos 

integrados, facilitándoles condiciones adecuadas de acceso y 
servicios de apoyo concebidos en función de las necesidades de 

personas con diversas discapacidades.  
5. Los Estados miembros deben promocionar la igualdad de 

oportunidades en materia de empleo para que las personas con 
discapacidad puedan obtener, conservar y progresar en un empleo 

productivo y remunerado.   

6. Deberán eliminarse, los obstáculos arquitectónicos, de transporte 
y comunicaciones que existan, con la finalidad de facilitar el acceso 

y uso para las personas con discapacidad.  
7. La Unión y los Estados  miembros deben distribuir información 

actualizada acerca de los programas y servicios disponibles para 
las personas con discapacidad, sus familias, los profesionales que 

trabajen en esta esfera y el público en general. La información 
para las personas con discapacidad debe presentarse en forma 

accesible. 
 

 
 

 
 



 

 
Niñez  

 

ART 159. Esta Constitución y las leyes que en su consecuencia dicte 
cada Estado Latinoamericano, asegurarán a los niños, entendiéndose 

por tales a todo ser humano menor de dieciocho años, los siguientes 
derechos: a la vida, familia, identidad, inscripción de su nacimiento, a 

la protección integral, salud, a no sufrir abandono ni soportar actos 
abusivos, a los alimentos, conocer a sus padres, contactos con sus 

padres y cuidados paternos, a la tenencia paterna, a medidas 
tutelares,  a la adopción, cuidados especiales, al desarrollo, contacto 

familiar en país extranjero, a la educación, formación profesional, 
información, esparcimiento, idioma, intimidad, a ser oído, a una 

jurisdicción especializada, a la defensa en juicio, intervención 
procesal, presunción de inocencia, a la incapacidad penal, a 

tratamientos no institucionales, a no suministrar cargos, a la 
información sobre su paradero, a no intervenir en conflictos armados, 

libertad de conciencia, de opinión, de pensamiento, de religión, de 

reunión y de asociación, a un adecuado nivel de vida, a la no 
discriminación, a la seguridad social.-  

Constituye deber irrenunciable del Estado la adopción de medidas y 
acciones positivas para efectivizar los derechos reconocidos en esta 

Constitución; a tal efecto deberá: a) comprometer hasta el máximo 
posible los recursos de que disponga para el efectivo goce de los 

derechos económicos, sociales y culturales del niño y su familia.- b) 
promover la constitución y funcionamiento de organizaciones no 

gubernamentales de gestión social.- 
En la interpretación de normas y situaciones así como en toda medida 

concerniente a los niños deberá considerarse primordialmente el 
interés superior del niño.- 

 
Juventud 

 

ART 160. La Unión garantizará de manera efectiva, a los jóvenes, 
sus derechos humanos. En especial, el derecho a una vida digna, a la 

educación, al trabajo, a la salud, a la paz, a la libertad, a la no 
discriminación, a un orden social regional e internacional justo y 

solidario, al desarrollo en un medio ambiente sano y equilibrado 
ecológicamente, sin perjuicio de los demás derechos aquí no 

enumerados y que la Unión asegurará a favor de todos los habitantes 
de América Latina y el Caribe.  

 
Mujeres 

 
ART 161. Desde una perspectiva de género, la Unión asegura a los 

mujeres un trato equitativo e igualitario en relación a los derechos del 
varón; como asi también la libre elección y ejercicio de la 



planificación responsable de la familia   y la crianza de los hijos. 

Queda prohibido en forma absoluta, en cualquier ámbito, todo tipo de 
discriminación peyorativa de la mujer por su condición de tal. 

Especialmente se prohíbe la discriminación de la mujer por razón del 

sexo en las relaciones laborales, desde la etapa de selección de 
personal hasta el eventual distracto laboral. El despido, directo o 

indirecto, de la mujer trabajadora que se base en razón de su sexo, 
será absolutamente nulo, sin perjuicio de la indemnización que 

corresponda por otros daños que tengan fundamento causal en la 
conducta discriminatoria negativa de la mujer. Los Estados de 

América Latina y El Caribe se obligan a realizar todas las acciones 
positivas que sean adecuadas para alcanzar una situación real de 

igualdad de la mujer con el varón en todos los ámbitos 
socioculturales, laborales, políticos o de cualquier otra índole. 

 
Tercera Edad 

 
ART 162.  El Estado a través de Políticas Sociales, la Familia a través 

de la protección y las Sociedad a través de la inclusión, garantizará 

los derechos de la tercera edad, su dignidad y respeto, protegiendo 
las contingencias de Salud, desamparo y discriminación,  y elevando 

una mejor calidad de vida.  
 

Trabajadores rurales                              
 

ART 163. Todos los trabajadores rurales de América Latina y el 
Caribe que se desempeñen por cuenta ajena y en relación de 

dependencia, gozan de los derechos y garantías contenidos en la 
“Declaración Americana de los Derechos y Deberes del hombre”, del 

año 1948, sin perjuicio de los derechos y garantías contenidos en: 
Declaraciones de Organismos Internacionales y Americanos, y en 

especial de la Organización Internacional del Trabajo y sus 
respectivas Constituciones nacionales.  

Los países que integran América Latina y el Caribe implementarán 

urgentes medidas con su efectivo control y sanciones en caso de 
incumplimiento, a fin de erradicar totalmente el trabajo no registrado. 

 
Minorías 

 
ART 164 El ejercicio de los derechos otorgados por la presente 

Constitución, será garantizado especialmente a todos aquellos que 
integren una minoría tal, que les impida acceder a los mismos 

regularmente, asegurándoseles su acceso a la jurisdicción y la 
eficacia de las decisiones adoptadas. 

 
 

 
 



 

 
 

 

De los Pueblos Originarios 
 

ART 165.  Los países latinoamericanos, a través de la presente 
Constitución, y sin perjuicio de lo expresado en las propias 

Constituciones locales, reconocen, respetan y protegen los siguientes 
derechos de los pueblos originarios: preexistencia étnica y cultural, 

identidad y cosmovisión, así como  la libre determinación y 
autonomía,  la personalidad jurídica de sus comunidades,  la posesión 

y  propiedad comunitaria de las tierras que tradicionalmente ocupan, 
lo cual se efectivizará mediante la ley que instrumente cada país, y 

en base a títulos perfectos, señalando que las mismas no serán 
enajenables, transmisibles, ni susceptibles de gravámenes o 

embargos. 
Se asegura la participación en la gestión referida a sus recursos 

naturales, debiendo ser consultados  sobre planes de explotación de  

recursos no renovables, que se hallen en sus tierras, conservando y 
promoviendo la biodiversidad y el entorno natural  

Se reconoce el derecho a la educación bilingüe e intercultural, así 
como a sus valores, lenguas , usos  u costumbres, siempre que no 

sean contrarios a la moral y al ordenamiento jurídico de cada Estado, 
a la protección de sus conocimientos de la medicina tradicional, a la 

participación mediante representantes en organismos oficiales 
determinados por ley. 

Tienen derecho a acceder a la jurisdicción del Estado pudiendo ser  
asistidos por intérpretes y defensores,  establecer órganos de 

administración y  justicia en tanto no sean incompatibles con los 
previstos  por las leyes de cada país, pudiendo aplicar en los 

conflictos jurisdiccionales, el derecho consuetudinario indígena . Las 
instancias judiciales ser harán en base a sus tradiciones ancestrales, 

y que sólo afecten a sus integrantes según sus propias normas y 

procedimientos, en tanto no sean contrarios a esta Constitución, a las 
Constituciones locales, a los Instrumentos Internacionales , a la ley 

interna y al orden público de cada país. Pueden disponer de sistemas 
de organización política, social, económica, cultural y religiosa. 

Se les asegura el acceso efectivo a los servicios de salud mediante un 
sistema de cobertura de medicina tradicional. 

Pueden usar símbolos y emblemas que los identifiquen.  
 

 
 

 


